El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 2ª Instancia –
 15 de noviembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-31-10-001-2016-00619-01
Accionante:


LUIS CARLOS GIL GARCÍA

Accionados:


UNIDAD DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS
Proceso:



Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó al amparo

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Tema:



DERECHO DE PETICIÓN / AYUDA HUMANITARIA NO FUE SOLICITADA FORMALMENTE. / CONFIRMA DECISIÓN DEL A QUO QUE NEGÓ AL AMPARO / “[E]l actor manifestó, en su escrito de tutela y al responder el requerimiento efectuado por la funcionaria de primera instancia,  que en el mes de abril de este año y a través de la Personería de Pereira volvió a solicitar a la UARIV la entrega de las ayudas humanitarias, tal hecho se desvirtuó en el plenario con la manifestación del Personero Delegado para los Derechos Humanos, en la que indicó que ninguna se elevó en esa oportunidad.En esas condiciones, puede concluirse que si el demandante no ha solicitado de manera formal a la entidad accionada lo que pretende obtener por este medio excepcional de protección, aquella no ha desconocido los derechos cuya protección reclama.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-767 del 12 de agosto de 2004, Sentencia T-1224 del 25 de octubre de 2001 / Sentencia T-997 de 2005 / Sentencia T-489 de 2011.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, noviembre quince (15) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 544 del 15 de noviembre de 2016

Expediente No. 66001-31-10-001-2016-00619-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Luis Carlos Gil García, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira el pasado 16 de septiembre, en la acción de tutela que instauró el recurrente contra la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-, a la cual fueron vinculados la Secretaria General de Atención de Quejas y Reclamos, los Directores de Gestión Interinstitucional, de Reparación, de Registro y Gestión de la Información y de Gestión Social y Humanitaria de la entidad demandada.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor que el 9 de abril de 2009 fue desplazado del municipio de Anserma, Caldas; la UARIV lo incluyó en el registro único de víctimas, luego de que el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda le ordenara resolver sobre una solicitud que había elevado con ese efecto; las ayudas humanitarias que le venían entregando desde el año 2010, fueron suspendidas a partir de febrero último; en el mes de abril de este año remitió petición a la entidad accionada, con el fin de que le suministraran tales ayudas, pero hasta la fecha no ha habido pronunciamiento alguno. 
2.- Considera lesionados sus derechos fundamentales a la dignidad humana y el mínimo vital y para obtener su amparo, solicitó se ordene a la UARIV entregar las ayudas humanitarias “cada que legalmente le corresponda y por el valor que siempre le han entregado es decir por $915.000”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 5 de septiembre último se admitió la demanda, se dispuso vincular a la Secretaria General de Atención de Quejas y Reclamos, a los Directores de Gestión Interinstitucional, de Registro y Gestión de la Información, de Gestión Social y Humanitaria y de Reparación de la UARIV, se ordenaron las notificaciones de rigor y se requirió al accionante para que aportara copia del derecho de petición que dijo haber presentado.
2.- Los funcionarios de la UARIV, a quienes se les notificó el auto que admitió la tutela, no se pronunciaron.

3.- En respuesta al requerimiento realizado por el juzgado de conocimiento, el Personero Delegado para los Derechos Humanos de la Personería de Pereira informó que en su archivo aparecen solicitudes elevadas en diferentes épocas a nombre del actor, pero no reposa ninguna que se haya efectuado en el mes de abril de este año; remitió copia de esos documentos junto con una respuesta brindada por la UARIV el 28 de marzo de este año.
4.- Por sentencia del 16 de septiembre de este año, la señora Jueza Primera de Familia de Pereira negó el amparo solicitado. Para decidir así, indicó que el actor ha recibido ayudas humanitarias por parte de la UARIV y en este momento, según lo manifestado por esa entidad en la respuesta al derecho de petición, otorgada antes de la formulación de la tutela, se encuentra disponible otra ayuda para su cobro. Por tanto la entidad demandada ha actuado conforme a sus funciones. 
5.- Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Alegó que es una persona de escasos recursos, se encuentra enfermo del cuello, del pecho y la espalda y que, junto con su familia, tiene dificultades para pagar alimento y vivienda.  

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera el demandante lesionados sus derechos fundamentales a la dignidad humana y al mínimo vital, porque la Unidad Para la Atención Integral de las Víctimas no se ha pronunciado sobre la petición que le elevó para que le concedieran las ayudas humanitarias, las cuales requiere con urgencia para poder sostener a su familia.
3.- Las pruebas recogidas en el proceso y que obran en el cuaderno No. 1, acreditan que el actor, por intermedio de la Personería de Pereira, ha presentado a la UARIV las siguientes solicitudes: i) el 6 de febrero de 2014 pidió la entrega de las ayudas humanitarias de emergencia y de transición
; ii) el 12 de enero de 2016 solicitó la priorización del pago de la indemnización administrativa en su calidad de víctima y que le informara cuándo se pagaría esa reparación y las ayudas humanitarias
; y iii) el 11 de febrero de 2016 reiteró la anterior reclamación, pero esta vez agregó que “me llegó una ayuda por valor de 140 mil pesos y que reclame (sic) el 8 de febrero de 2016, es importante manifestar que esa ayuda me sirve de mucho pero no es suficiente ya que mis necesidades son superiores”.

También está demostrado que mediante oficio recibido en la Personería de Pereira el 28 de marzo pasado, los Directores Técnicos de Reparación y de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV, manifestaron, en virtud de la solicitud de atención humanitaria, que a favor del hogar del señor Luis Carlos Gil García, y luego de someterlo al trámite de identificación de carencia para verificar su estado de vulneración, se dispuso la entrega de la ayuda humanitaria la cual se encuentra disponible para cobro en la Sucursal de la Avenida 30 de agosto, oficina Unicentro de Pereira; los componentes entregados corresponden a alojamiento y alimentación para una vigencia de doce meses
.
Aunque el actor manifestó, en su escrito de tutela y al responder el requerimiento efectuado por la funcionaria de primera instancia,  que en el mes de abril de este año y a través de la Personería de Pereira volvió a solicitar a la UARIV la entrega de las ayudas humanitarias, tal hecho se desvirtuó en el plenario con la manifestación del Personero Delegado para los Derechos Humanos, en la que indicó que ninguna se elevó en esa oportunidad

En esas condiciones, puede concluirse que si el demandante no ha solicitado de manera formal a la entidad accionada lo que pretende obtener por este medio excepcional de protección, aquella no ha desconocido los derechos cuya protección reclama.

Al respecto, ha dicho la  Corte Constitucional
:

“Ahora bien, la violación de ese derecho puede dar lugar a la iniciación de una acción de tutela para cuya prosperidad se exigen dos extremos fácticos que han de cumplirse con rigor. Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada
.
 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición. 

 

En este sentido, la Sentencia T-997 de 2005, resaltó:    

 

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.
En este orden, no basta por tanto que el accionante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta. Es necesario respaldar dicha afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, de modo que quien dice haber presentado una solicitud y no haber obtenido respuesta deberá presentar copia de la misma recibida por la autoridad o particular demandado o suministrar alguna información sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar que acompañaron la petición, a fin de que el juez pueda ordenar la verificación”
.

4.- Surge de lo expuesto, que para cuando se formuló la acción, el 5 de septiembre de este año, la entidad demandada, por medio de la Personería de Pereira, ya había suministrado la respuesta congruente y de fondo a la solicitud sobre ayudas humanitarias que había elevado el actor. 

También, que contrario a lo que se afirmó en los hechos de la demanda, ninguna petición elevó en el mes de abril de este año;  por ende, la entidad demandada no ha  tenido oportunidad de emitir un pronunciamiento respecto de la ayuda humanitaria que reclama y en consecuencia, que tampoco ha lesionado los derechos fundamentales cuya protección se invocan.

5.- En esas condiciones, se confirmará la sentencia impugnada.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el pasado 16 de septiembre, en la acción de tutela promovida por el señor Luis Carlos Gil García contra la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-, a la cual fueron vinculados la Secretaria General de Atención de Quejas y Reclamos, los Directores de Gestión Interinstitucional, de Reparación, de Registro y Gestión de la Información y de Gestión Social y Humanitaria de esa entidad.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
(continúa parte resolutiva sentencia de segunda instancia de tutela radicada 66001-31-10-001-2016-00619-01)

TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Folios 32 y 33


� Folios 34 y 35


� Folios 37, 38 y 39 


� Folio 30, cuaderno No. 1


� Sentencia T-489 de 2011


� Sentencia T-1224 del 25 de octubre de 2001, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-767 del 12 de agosto de 2004, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis.
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